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1. Antecedentes


El Estado planteó un conflicto positivo de competencias frente a la CAE en relación a dos cuestiones:

a) la competencia para la regulación de las condiciones técnicas y requisitos esenciales del personal al servicio de la Administración de Justicia (oficiales, agentes y auxiliares)
b) la competencia para establecer un plus retributivo de cuantía variable no contemplado por la normativa estatal para dichos cuerpos nacionales


En apoyo de su pretensión alegaba como títulos competenciales el Art. 149.1.5 CE, esto es, la competencia exclusiva del Estado sobre la  “Administración de Justicia”, así como el Art. 149.1.13 CE, toda vez la regulación autonómica de un plus retributivo, a su juicio, vulneraba los límites contenidos en las leyes generales de presupuestos a los incrementos salariales del personal al servicio de las Administraciones públicas.

El Gobierno Vasco consideraba ostentar competencia normativa suficiente al amparo de la cláusula subrogatoria del artículo 13.1 EAPV, así como en el marco de de las normas estatales que delimitan competencias en materia de Administración de Justicia (LOPJ y Reglamentod de los cuerpos nacionales citados)
2. La sentencia resume la doctrina del TC SOBRE DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS EN MATERIA DE ADMINISTRACION DE JUSTICIA contenida en LAS SSTC 105/2000 de 13 de abril, 108/1996 de 29 de julio, 56/1990 de 29 de marzo y 62/1990 de 30 de marzo
· Sentido estricto y sentido amplio del concepto de Administración de Justicia: (FJ 5)

El sentido estricto:  Lo que se encuadra dentro de este sentido estricto configura el núcleo esencial de lo que ha de entenderse por Administración de Justicia y corresponde al Estado dentro de la competencia exclusiva del artículo 149.1.5 CE. En esta noción encuadra los aspectos que a continuación se señalan
a) El Poder Judicial es único y a él le corresonde juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. Asi se desprende del art. 117.5 CE

b) El Gobierno de ese Poder Judicial también es único y corresponde al Consejo General del Poder Judicial (art. 122.2 CE)


El sentido amplio: Fuera de ese núcleo esencial existen un conjunto de medios personales y materiales que se encuadran en lo que el art. 122.1 CE denomina “personal al servicio de la Administración de Justicia”.«En cuanto no resultan elemento esencial de la función jurisdiccional y del autogobierno del Poder Judicial, cabe aceptar que las Comunidades Autónomas asuman competencias sobre esos medios personales y materiales». (STC 105/2000,FJ 2)»
· La claúsula subrogatoria (art. 13.1 EAPV): «Lo que la claúsula subrogatoria supone es aceptar el deslinde que el Estado realiza entre Administración de Justicia en sentido estricto y “administración de la Administración de Justicia”; las Comunidades Autónomas asumen así una competencia por remisión a ese deslinde, respetando como núcleo inaccesible el art. 149.1.5 CE, con la excepción de lo dispuesto en el artículo 152.1 segundo párrafo (se refiere a la organización de las demarcaciones judiciales dentro de la Comunidad Autónoma) (STC 105/2000, FJ 2)»

Límites de las cláusulas subrogatorias (105/2000 y 56/1990, FJ 6):

«a) Imposibilidad de “entrar en el núcleo de la Administración de Justicia en sentido estricto, materia inaccesible por el mandato del artículo 149.1.5 CE, sin perjuicio de la excepción relativa a la demarcación judicial

b) Exclusión de “actuar en el ámbito de la administración de la Administración de Justicia en aquellos aspectos que la LOPJ reserva a órganos distintos del Gobierno o de alguno de sus departamentos”
c) Limitación de la intervención al “propio ámbito de la Comunidad Autónoma. Dicho de otra forma, el alcance supracomunitario de determinadas facultades del Gobierno excluye la operatividad de la claúsula subrogatoria”

d) El enunciado de la propia claúsula subrogatoria remite “ a las facultades del Gobierno, lo que, en consecuencia, identifica las competencias asumidas como de naturaleza de ejecución simple y reglamentaria, excluyéndose en todo caso las compentencias legislativas”

e) “En cada caso habrá que determinar si existen otro títulos competenciales con incidencia en la materia”.»
· Extensión de las competencias estatales y autonómicas (FJ 7) en relación al estatuto y régimen jurídico del personal al servicio de la Administración de Justicia: ha de excluirse que el art. 455 LOPJ« establezca la necesaria consecuencia de que la inclusión en los Estatutos de Autonomía de las cláusulas subrogatorias atribuye a las Comunidades Autónomas la competencia sobre la totalidad de las materias que en el texto del indicado precepto se enumeran. La utilización en este artículo de la expresión “en su caso” implica que la competencia sobre determinadas materias únicamente podrá considerarse atribuida a las CCAA cuando las materias contempladas en alguna de aquéllas que, con el alcance anteriormente indicado, permiten el juego de las cláusulas subrogatorias existentes en los correspondientes Estatutos o cuando la respectiva competencia se haya asumido por los entes autonómicos en virtud de otro título competencial” (STC 105/2000, FJ 5)»
«Así no podrán jugar en aquello que, aun atribuido al Gobierno o al Ministerio de Justicia (pero no reservado constitucionalmente al CGPJ), se incluya en el núcleo de la Administración de Justicia reservado al Estado por el art. 149.1.5 CE; tampoco en relación con aquellas facultades atribuidas al Gobierno o al indicado Departamento ministerial con alcance supracomunitario; en fin, respecto de cada concreta materia pueden existir otros títulos que incidan en ella y que enerven, en el caso concreto de que se trate, el juego de las cláusulas subrogatorias.»(STC 105/2000, FJ 5)

Son éstas las materias respecto de las cuales las cláusulas subrogatorias no podrán entrar en juego, por lo que el art. 455 LOPJ no puede ser entendido en el sentido de que aquellas cláusulas permitan que a las Comunidades Autónomas les corresponda la totalidad de las materias relativas al estatuto y régimen jurídico del personal al servicio de la Administración de Justicia. 

· Cuestiones relativas a la provisión de puestos: «Definidos los cuerpos como de ámbito nacional, no cabe duda que todo lo que afecta a la selección, formación y perfeccionamiento, posee una dimesión supraautonómica, sin perjuicio de la posibilidad de que, especialmente en el campo de la formación y perfeccionamiento profesional, las CCAA puedan coadyuvar mediante técnicas de colaboración o auxilio. Lo mismo puede decirse de la relación con los ascensos y situaciones administrativas, extremos éstos sólo gestionables desde una única instancia dada la unidad de cuerpos.(STC 56/1990, FJ 11 a)»
· Cuestiones relativas a la provisión de destinos: «No es posible la subrogación, obviamente, en relación con las plazas que se sitúen en órganos judiciales de ámbito supracomunitario. Pero el carácter nacional de los cuerpos de personal al servicio de la Administración de Justicia no impide el juego de la cláusula subrogatoria en relación con la provisión de destinos en órganos de ámbito territorial igual o inferior al de la Comunidad Autónoma. En esos casos, no obstante, la unidad de cuerpo ha de traer consigo la ncesaria colaboración de cada una de las Comunidades Autónomas competentes con el Ministerio de Justicia, en los términos que prevea una futura y necesaria normativa (STC 56/1990, FJ 11 a)»

· «Asi pues, según el precepto órganico reproducido (Se refiere al art. 471 LOPJ) la CAPV puede regular la provisión de puestos de trabajo correspondiente a los funcionarios al servicio de la Administración de Justicia de su territorio siempre que respete el marco de las competencias estatales establecido en la LOPJ (FJ 7)»
· «En definitiva, la regulación de la Ley Orgánica del Poder Judicial relativa a las relaciones de puestos de trabajo…constituye un régimen jurídico a través del cual el Estado garantiza la unidad y homogeneidad de estos cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, en corcondancia con la doctrina de este Tribunal reproducida en los precedentes fundamentos jurídicos, asegurando así la movilidad de aquéllos en todo el territorio nacional. 
Sin embargo, …el art. 471 LOPJ,… atribuye a las CCAA competentes un importante papel en este marco jurídico, pues prevé que las mismas ejercen potestades reglamentarias y de ejecución en relación con las materias del libro IV y, por tanto, con la provisión de puestos de trabajo, si bien las aludidas competencias autonómicas han de ejercerse de acuerdo con los parámetros de la LOPJ.(FJ 8)»
· Exigencia de conocimiento del euskera como ‘requisito esencial’ para ocupar determinados puestos: (FJ 10)
· Doctrina sobre la regulación del uso de las lenguas(STC 56/1990, FJ 40, con cita de las SSTC 82/1986, 83/1986 y 84/1984, todas de 26 de junio Y 123/1988, de 23 de junio)

· «el marco de la regulación del uso de las lenguas se encuentra en la Constitución (art. 3) y en los respectivos Estatutos de Autonomía, debiendo la posterior regulación acomodarse a ese esquema definido por el bloque de la constitucionalidad. »
· «A partir de ahí, tanto el Estado como Comunidades Autónomas pueden incidir en la regulación sobre la materia de acuerdo al reparto general de competencias, encontrándonos, pues, ante una competencia concurrente»
· «…en cuanto la Constitución reserva como competencias exclusivas del Estado la Administración de Justicia (149.1.5 CE) y la legislación procesal (149.1.6 CE) debe ser el Estado el que regule el uso de las lenguas dentro de la Administración de Justicia, sin perjuicio de que las CCAA puedan regular el alcance inherente al concepto de cooficialidad, tal y como viene establecido por el art. 3.2 de la Constitución y en los artículos correspondientes de los Estatutos de Autonomía …el carácter de lengua oficial de ámbito general del castellano y la obligación que todos los españoles tiene de conocerlo y el derecho de usarlo (art. 3.1 CE) hace que ésta sea la lengua generalmente usada en el ámbito de la Administración de Justicia, lo que viene a ser reconocido por el art. 231.1 LOPJ. Ahora bien, frente a esa generalidad, existen Comunidades Autónomas con estatuto de cooficialidad lingüística, estatuto que se traduce, entre otras cosas, en el derecho de usar la lengua propia en el seno y ante las Administraciones públicas, lo que para la Administración de Justicia se reconoce en los apartados 2 y 3 LOPJ (STC 56/1990, FJ 41)»
· «…el derecho a no sufrir indefensión del que goza todo ciudadano según lo previsto por el art. 24 CE se anuda a la obligación de conocimiento del castellano (art. 3.1 de la Norma Fundamental), obligación que no existe respecto del resto de las lenguas españolas (STC 56/1990, FJ 41)»
· Para resolver sobre la «adecuación de la exigencia del conocimiento de la lengua autonómica cooficial para el desempeño de puestos de trabajo por los funcionarios al servicio de la Administración de Justicia…la cuestión esencial a valorar es “la de la proporcionalidad de esa exigencia, en función del tipo o nivel de la función o puesto a desempeñar, que viene impuesta por el art. 23.2 CE, pues sería contrario al derecho a la igualdad en el acceso a la función pública, exigir un nivel de conocimiento del catalán sin relación alguna con la capacidad requerida para desempeñar la función de que se trate. Ciertamente una aplicación desproporcionada del precepto legal podría llevar a resultados discriminatorios, contrarios tanto al art. 14 como al 23.2 CE (STC 46/1991, FJ 4)»
· El TC concluye que según estos preceptos (art. 521 y 530 LOPJ) «resulta exigible la ponderación en cada caso de las relaciones de puestos de trabajo y, dentro de ellas, de las características específicas de los puestos en que se concrete la exigencia de conocimiento del euskera, queda suficientemente salvaguardado el principio de proporcionalidad y nada cabe oponer desde el punto de vista del orden constitucional de distribución de competencias a que la previsión contenida en el Acuerdo aprobado por Decreto de Gobierno Vasco 63/1998, de 31 de marzo, haya establecido que las relaciones de puestos correspondientes a la CAPV puedan incluir el requisito del “conocimiento del euskera en determinados puestos”, pues esta previsión se acomoda a lo regulado en la LOPJ.»
· Regulación de un plus retributivo de carácter variable.
· «La cuestión que ahora estamos enjuiciando, por constituir un elemento central del estatuto jurídico de los cuerpos al servicio de la Administración de Justicia, debe incardinarse en la materia “administración de la Administración de Justicia”, de modo que la regla competencial del art. 149.1.18 CE, relativa a la competencia del Estado para dicar las “bases del régimen estatutario de sus funcionarios” sólo operará de modo subsidiario a la anterior. (FJ 11)»

· «…al Estado le corresponde la regulación legal o reglamentaria de los aspectos esenciales del régimen retributivo de los cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia, considerando como tales a todos aquellos elementos que garantizan la necesaria unidad y homogeneidad de dichos cuerpos nacionales.»  (FJ 12)
· «Sin embargo, también aquí debemos reiterar que esta competencia estatal no puede excluir que las CCAA regulen determinados aspectos del sistema retributivo siempre que la normativa estatal sea respetada, es decir, siempre que la misma no resulte cuestionada, enervada o alterada en su aplicación. (FJ 12)»
· Si bien el TC concluye que el controvertido plus se acomoda a la Constitución, entiende que el plus retributivo regulado por la CAP no se corresponde con alguno de los conceptos que conforman la estructura unitaria del régimen retributivo de los cuerpos nacionales regulados en la LOPJ, porque  no se identifica con ninguno de los conceptos integrantes de la estructura retributiva allí regulada: ni con las retribuciones básicas (suelo y antigüedad), ni con los restantes complementos (generales del puesto, específico, de productividad y gratificaciones por servicios extraordinarios). Desde este punto de vista, el TC entiende que la CAPV carecería de competencia para regular un nuevo concepto retributivo. (FJ 14)

·  Sin embargo, atendiende que la reforma posterior de la LOPJ operada por la LO 19/2003, ha incorporadolas finalidades que retribuye el plus autonómico (art. 516) y que además la reforma operada «prevé el alcance de la intervención de las CCAA en la fijación de las retribuciones del personal (519 LOPJ). …Teniendo en cuenta esta intervención autonómica en la fijación individualizada de los complementos de productividad y específico, que prevé la LOPJ, y en la medida en que…los fines que remunera el plus controvertido responden a los criterios que determinan la retribución propia de los complementos específico y de productividad, y sólo en tanto que dicho plus no mantenga su existencia autónoma como concepto retributivo respecto de los que integran el régimen regulado en la LOPJ, pues ello serí incompatible con la unidad que debe caracterizar a dicho sistema retributivo, hemos de concluir que …se adecua al orden constitucional de competencias.»
VOTO PARTICULAR del magistrado D. Roberto García-Calvo y Montiel:


Este Magistrado considera que el artículo 530.2 LOPJ relativo al conocimiento de la lengua autonómica cooficial no salvaguarda el principio de proporcionalidad debida, lo que puede llevar a resultados discriminatorios, contrario al art. 14 y 23 CE. Por esta razón también considera que el Decreto del Gobierno Vasco 63/1998 tampoco salvaguarda dicho principio de proporcionalidad, aunque reconoce que es respetuoso con la LOPJ.

Este Magistrado entiende necesario introducir indicadores que precisen cuando es razonable o proporcionado derivar de la naturaleza de las funciones a desempeñar la exigencia de conocimiento de las lenguas cooficiales para acceder al desempeño de tales puestos de trabajo. La inexistencia de dichos indicadores, a su juicio, abre la puerta a la discrecionalidad y será un fuente continua de conflictos jurisdiccionales
RESUMEN DE LA SENTENCIA 253/2005, DE 11 DE OCTUBRE DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, SOBRE CONDICIONES DE TRABAJO DEL PERSONAL AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA








� En otras palabras, que la claúsula sobrogatoria no entra en juego respecto de las materias que configuran el llamado ‘núcleo homogéneo en el régimen jurídico del personal al servicio de la Administración de Justicia’  que por afectar en forma decisiva a elementos eseciales de estatuto de dicho personal y tal y como haya sido configurado en cada momento por la LOPJ justifica la reserva a unas instancias comunes de aquellas materias; ni si  tiene efecto supracomunitario; o si existen otros títulos competenciales que impiden su aplicación.
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